	Fecha
	13 de marzo de 1939
	Sesión número
	20

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Raúl Villalón Montero

	Recurrido: Secretaría de Salubridad Pública

	Objeto del recurso: El recurrente reclama que se le impide el ejercicio de su profesión como médico y se le condenó por ejercicio ilegal.

	Respuesta del recurrido: El título del recurrente no está reconocido por haberse expedido fuera del país y tratarse de un profesional en homeopatía.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (recurrente no detenido). 


N° 20
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las catorce horas y veinte minutos del día trece de marzo de mil novecientos treinta y nueve, con asistencia de los señores Magistrados: Guardia Quirós (Presidente), Dávila, Vargas Pacheco, Solórzano, Guzmán, Castro, Picado, Alfaro, Iglesias, Moya y Guier.

Artículo II
Se dio cuenta: a) con el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por RAÚL VILLALÓN MONTERO, en el que expone, entre otras cosas, que obtuvo diploma correspondiente a la profesión de homeópata en el Instituto Homeopático de Bogotá, República de Colombia, el 19 de mayo de 1934, el que hizo autenticar debidamente, y regresó de inmediato a Costa Rica, en donde el mismo año instaló un consultorio; que desde hace ya cinco años viene ejerciendo quita, pública, pacífica e ininterrumpidamente su profesión; que a consecuencia de haber logrado extraer a una señora unos quistes váricos por vías naturales, para lo cual—decían los médicos—era indispensable una intervención quirúrgica, el Fiscal de la Facultad Médica recibió instrucciones de formular, como lo hizo, denuncia contra el recurrente por ejercicio ilegal de la medicina; que el Agente Principal de Policía de Salubridad, Sanidad y Profilaxis Venérea lo absolvió de toda pena y responsabilidad, si bien previniéndole que en lo sucesivo debía abstenerse de publicar certificados de habilidad; que, inconforme con la resolución, el final denunciante apeló de ella y, pese a su falta de personería por no ser acusador formal, el recurso le fue admitido para ante la Secretaría de Salubridad Pública, la que en sentencia del diez y ocho de febrero último, revocó la del Agente y declaró que el recurrente está imposibilitado para ejercer la medicina en el territorio de la República; que no está en las condiciones requeridas por las leyes números 78 del 11 de agosto de 1921 y 48 del 20 de junio de 1923, por no haber sido incorporado y por no ser su título académico, razón por la cual tampoco le beneficia el Convenio sobre Reconocimiento Mutuo de Títulos Profesionales subscrito entre Colombia y Costa Rica el 13 de octubre de 1926, ratificado por ley N° 25 del 26 de octubre de 1927; que la Ley N° 78 del 11 de agosto de 1921 declara que la homeopatía es inofensiva y permite el ejercicio de ella a las personas que comprueben, con títulos académicos debidamente autenticados procedentes de un colegio o universidad, poseer las aptitudes necesarias para ejercerla, previo examen de aprobación ante la Facultad de Medicina, por un tribunal integrado de la forma que la misma ley establece; pero pese a esa disposición, la referida Facultad, animada por un sentimiento de protección a sus intereses económicos, ha venido oponiendo una invencible resistencia a la incorporación de homeópatas, ya diciendo que el título del pretendiente no es académico, ya que la Ley N° 78 del 11 de agosto de 1921 tenía carácter transitorio y que, en consecuencia, pasó ya el lapso de su rigor, etcétera; que el señor Secretario de Salubridad habla en su sentencia de que el recurrente no está incorporado; pero, ¿cómo va a estarlo si el organismo de que él forma parte se lo impide al postulante? Que por eso y porque la ley del 11 de agosto de 1921 declara que la homeopatía es inofensiva, se llega a la conclusión de que prohibirle al petente ejercerla, es violar el artículo 50 de la Constitución Política; que la resolución de la Secretaría de Salubridad es nula por haber sido dictada a virtud de instancia de quien no tenía facultad legal para ejercitarla, y por juez de evidente incompetencia por falta de jurisdicción; y que, por lo expuesto, solicita a la Corte Plena lo ampare en el ejercicio de una actividad que sirve con eficacia, como lo comprueba la documentación acompañada, con absoluta honradez, y que constituye el medio de subsistencia tanto de su familia como de la de él; que esa coacción no puede perjudicar al recurrente mientras no proceda un decreto judicial de los tribunales comunes, y como secuela de un juicio ordinario que le dé amplia oportunidad de comprobar su derecho; y que declare que el petente no puede ser detenido, ni encarcelado, sino a virtud de procedimiento judicial conforme a la ley, que en el presente caso no se ha observado. b) Con el informe del señor Secretario de Salubridad Pública, en que dice que el fallo contra Villalón se fundó en el dictamen del Ministerio Público y en el informe cablegráfico del Ministro de Educación de la República de Colombia, sobre validez y reconocimiento de títulos expedidos por el Instituto Homeopático de ese país. Puesto a discusión el recurso, se resolvió sin lugar, por no encontrarse en ninguno de los casos de la Ley de Hábeas Corpus, desde luego que el señor Villalón no ha sido detenido, ni restringida su libertad de ir y venir (artículo 1° de la Ley de Hábeas Corpus).
